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Las declaraciones del ex jefe de 
Odebrecht en el Perú Jorge Ba-
rata, esta semana en Brasil, han 
dispuesto el escenario político 
nacional como una obra de Lo-

pe de Vega.
“- ¿Quién recibió dinero de la caja 2 de 

Odebrecht?
- Fuenteovejuna, señor.
- ¿Quién es Fuenteovejuna?
- Todos los políticos, a una”.
Aunque, para ser exactos, en el caso de la 

referida obra, el pueblo asumía la culpa de 
un asesinato para que ningún miembro de 
la comunidad fuese sancionado. En el caso 
peruano, todos niegan la responsabilidad a 
coro y esperan que sea el otro el castigado.

Independientemente de si la fi scalía lo-
gra probar la existencia de lavado de activos 
o no, lo cierto es que la carrera política de los 
involucrados en el Caso Lava Jato se va a ver 
seriamente afectada. 

En un país donde en promedio hay que 
esperar 13 días para acceder a una consulta 
médica, donde solo el 7% de los jóvenes de 
segundo de secundaria alcanza los apren-
dizajes esperados en lectura y matemática, 
o donde algo más del 60% de la población 
se encuentra en los NSE D/E, la corrupción 
le preocupa más a la opinión pública que el 
sistema de salud, el de educación o la pobre-
za. Según Ipsos, la corrupción es el segundo 
problema más importante del país para los 
peruanos, solo después de la delincuencia. 
Es por ello que, ante un escándalo de esta 
magnitud, la opinión pública no va a dudar 
en quitarles la confi anza a los políticos men-
cionados por Barata.  

La principal afectada por estas declara-
ciones es Keiko Fujimori, pues a diferencia 
del resto, hasta febrero, aún contaba con 
un porcentaje signifi cativo de simpatizan-

E l debate sobre la próxima de-
cisión de la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos 
(Corte IDH) sobre el indulto al 
ex presidente Alberto Fujimori 

ha caído en una discusión plagada de un sin-
fín de tecnicismos legales que oscurecen la 
verdadera naturaleza equitativa y humana 
de lo que es un perdón presidencial otorgado 
en este caso, además, a un ex jefe de Estado. 
Nadie se pregunta sobre la justicia de una 
decisión íntimamente ligada a lo que hizo –
bien y mal– el benefi ciario de la indulgencia. 
La controversia se limita a requisitos e inter-
pretaciones procesales, o salta bruscamente 
a cuestionamientos abstractos y generales, 
asumiendo que indultar implicaría recono-
cer una suerte de derecho a la impunidad.

Evadir el meollo de un problema en un 
país adicto a los formalismos legales (a pesar 
del incumplimiento generalizado de la ley) 
es una inclinación peligrosa en vísperas del 

tes: el 29% la aprobaba y el 21% pensaba 
votar por ella si las elecciones fuesen al día 
siguiente. Hasta ahora, el Caso Lava Jato la 
había afectado, pero contaba con la resilien-
cia sufi ciente como para no desprestigiarse 
del todo. Cuando en agosto del 2017 el dia-
rio “O Globo” de Brasil reveló que existía un 
apunte en el celular de Marcelo Odebrecht 
que decía “Aumentar Keiko para 500 e eu 
fazer visita”, la aprobación de la lideresa de 
Fuerza Popular cayó cuatro puntos, de 42% 
a 38%. En diciembre del 2017, luego de que 
Marcelo Odebrecht afi rmase ante fi scales 
peruanos en Curitiba que, efectivamente, 
había aportado a la campaña de Keiko Fuji-
mori, su aprobación volvió a caer, esta vez 
siete puntos, de 39% a 32%.

Es bastante probable que el último in-
terrogatorio a Barata genere un impacto 
mayor en la aprobación de Keiko, debido 
a la amplia cobertura mediática que tiene 
(y seguirá teniendo). Por ejemplo, al día 
siguiente del interrogatorio, los diarios de 
mayor circulación del país (“Trome”, El Co-
mercio, “Ojo”, “La República”, “Correo” y 
“Perú 21”) incluían en sus primeras planas 
a la susodicha y la cantidad recibida por su 
partido. 

El gran ganador de la tarde es Kenji Fuji-
mori, ahora sin afi liación partidaria, quien 
tiene la posibilidad de, sin mucho esfuerzo, 

“Ante un escándalo 
de esta magnitud, 
la opinión pública 
no va a dudar en 
quitarles la confi anza 
a los políticos 
mencionados por 
Barata”.

atraer a alrededor de 70% de simpatizantes 
de Keiko, que son los que también simpati-
zan con él. Además, es muy probable que su 
novel agrupación se fortalezca, pues la cri-
sis política es una ventana de oportunidad 
para que más congresistas afi nes al kenjis-
mo renuncien a Fuerza Popular y se unan a 
los ‘avengers’.

El otro ganador, aunque pírrico, es Pedro 
Pablo Kuczynski. Pues, a pesar de que conti-
núa desprestigiándose ante la opinión pú-
blica y probablemente termine su mandato 
con menos aprobación que Toledo, al me-
nos subsiste ahora en un ecosistema político 
con menos fuerza y más atomizado, donde 
la vacancia se vuelve improbable gracias a 
la potencial pérdida de votos en la bancada 
de Fuerza Popular. 

pronunciamiento de una corte que anda muy 
desprestigiada por estos días. Aunque todos 
reconocemos que es obligatorio cumplir los 
compromisos que proceden de una conven-
ción internacional libremente suscrita, no 
se puede ignorar que el Sistema Interameri-
cano de Derechos Humanos (construido de 
buena fe) ha sido copado y desvirtuado por 
las mayorías políticas que lo secuestraron 
con la impronta de Hugo Chávez y Lula da 
Silva (padrino de Lava Jato y embajador iti-
nerante de Odebrecht), bajo la tutela de Fidel 
Castro. Los colegiados que conforman hoy la 
Comisión y la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos son fruto de esta cooptación.

Eduardo Ferrer, presidente de la Corte 
IDH, sostiene que esta tiene derechos –nun-
ca otorgados– para ejercer un control supra-
nacional incluso por encima de la Constitu-
ción de cada país signatario y de las decisio-
nes soberanas de los poderes públicos. Se 
pretende así sustituir la jurisdicción consti-
tucional de los estados parte del Sistema In-
teramericano de Derechos Humanos.

Estas graves transgresiones están con-
virtiendo a este sistema en una tiranía anti-
democrática que los miembros de la OEA no 
deberían seguir permitiendo. Ello para que 
no se reproduzcan situaciones como las que 
provocaron la enérgica y efi caz reacción del 

presidente ecuatoriano, Lenin Moreno, para 
proteger la voluntad expresada en una recien-
te consulta popular en su país. O el impacto 
en los resultados electorales del mes pasado 
en Costa Rica  de una opinión consultiva de la 
Corte IDH sobre el matrimonio homosexual: 
en un país que rechaza ampliamente  esta ins-
titución, la decisión terminó catapultando la 
candidatura de un pastor evangélico.

La erosión de la legitimidad de la justicia 
supranacional interamericana no puede 
seguir siendo soslayada por los miembros 
de la OEA. Como sostuvo Francisco Tudela 
recientemente en una entrevista en Canal N, 
los cancilleres deben reunirse y resolver un 
asunto tan delicado para la región (el Grupo 
de Lima sobre Venezuela podría tener una 
oportuna iniciativa en ese sentido).

Es en medio de este contexto legal que es-
tamos olvidando discutir si el gobierno de 
Fujimori venció al terrorismo y la hiperinfl a-
ción que asolaron el Perú entre las décadas de 
1980 y 1990. Pocos recuerdan que durante 
ese gobierno se redujeron las violaciones a los 
derechos humanos o se creó la Defensoría del 
Pueblo. Y ni los propios fujimoristas, cuando 
toca debatir sobre este indulto, mencionan 
los trascendentales éxitos logrados en las 
fronteras norte y sur a partir de los compro-
misos pactados en el armisticio que terminó 

la guerra del Cenepa: la Declaración de Paz 
de Itamaraty del 17 de febrero de 1995. Sin 
los Acuerdos de Brasilia que sellaron la paz 
con Ecuador en 1998, no habríamos podido 
demandar a Chile ante la Corte Internacional 
de Justicia para que defi niera la delimitación 
de nuestros espacios marítimos.

La demanda a Chile en La Haya solo pro-
cedía en base a la jurisdicción obligatoria 
de la Corte Internacional de Justicia (CIJ) 
acordada en el Tratado Americano de Solu-
ciones Pacífi cas (Pacto de Bogotá), que el Pe-
rú ratifi có bajo una reserva explícita que nos 
protegía de una demanda ecuatoriana. La 
reserva tuvo que ser retirada (27/2/2006) 
para poder invocar la jurisdicción obligato-
ria de la CIJ. La consolidación de nuestras 
fronteras con Ecuador y Chile nos liberó de 
gastos militares exorbitantes para la nación.

Finalmente, el indulto humanitario otor-
gado a un ex presidente envejecido y enfer-
mo exige una ponderación equitativa de lo 
negativo y lo positivo, así como de lo comple-
ja que resultó la decisión presidencial de in-
dultarlo, como ha reconocido expresamente 
el secretario general de la OEA. 

*El autor fue viceministro de Relaciones Exterio-
res de 1994 a 1995 y fue el negociador de la Decla-
ración de Paz de Itamaraty.
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